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-"nlra 1IU liI:encia de obra. De la praencIa del Abopdo del Estado
>n el proceso -aunque fu... para manifestar que le abs1cnIa de
intcrvcnir- le PlCtcncIe derivar uf el conocimiento de la existeDcia
:Id recuno por el Patronato. que~ onrporacióD juridico­
pública habrl& de oer representada por el Abopdo del Estado. Y no
podrla ampararse, para nepr la existencia ele una citación direc:Ia
en el hecho e1e1 fraci:iOD8JD1eDto orpnizativo ele la Administración.

Sin emboJ¡o, ate ruonamicnto es CXOClIivameDte formalista y
1escaDSI en una valoración a.0CIÍ\'& ele la relación entre el
Patronato afectado y el Lcttado del Estado. Dicbo Patronato eD el
momento en que loo hechoslUOCdicroD era 1IU Entidad ele derecho
público que podrla estar re¡nocntllda en el pI'OOCIO por Abopdo
:Id Estado (art. 35 ele la Ley ele la Jurildia:iÓD CoDtenaoso­
-'dminisIrativa). Pero. COD inclepcndcncia ele lo que pudiera
succcler en otros casos, en el PlCleDte no oólo DO le ha probodo que
la rclaciÓD que UDIa a la Corporación \' a la Abopda del Eatado
fucac CODstante y directa, lino IIIÚ~ lo contrario y Q.ue el
Patronato CODtaba COD sus propios scrviaoo de Iepl'CICDIaC'ÓD Y
defensa jurídica. También]la quedado claro que el traslado de la
clemandil al Abopdo e1e1 Estado le !lizo, o le enteDdió por éste.
como merida a la e1efensa ele la Gcm1cia Municipal ele Urbanismo.
absteniéndose ele intervenir. por concurrir el BUpucsto,¿:viato en
el art. 35.1 ele la Ley ele la JuriJdicciÓD Contencioso-miDistA­
liva, al estar dicha Oercncia cIefendida por 011O Letrado.

No podfa exigirse al Lcttado del Estado otra actitud, ni <:abe
dcclucir ele BU cIIidad.ele funcionario Pliblioo pcrtencciente al
servicio jurídico ele la AdminislracióD del Eatado la cxistcncia ele
una relación ele iclentificacióD sqúD la cual, por el hecho ele que el
Abopdo e1e1 Eatado CODozca ele un pI'OOCIO. han ele darse Dcc:csaria·
meDte por eDteradas ele su existencia todas las Enlidacles públicas
que potencialmente pudieran CItar iCjli...ntadaa por uno ele estos
limcionarios. Ello implica formular una presunciÓD que, aparte ele
a.cccIer ele los limites ele lo razonable. le conlradice COD lllS pruebas
aportadaa en el PlCleDte recuno de las que se cleducc que DO consta
que la Abopcía del EaJado pusiera en conocimiento e1e1 Patronato .
ele Casas para Funcionarioo del Ministerio ele Obras Públicas,
oqanismo con personalidad jurldica, la existencia Y IJaiDÍtaciÓD
del recuno contencioso-adiniilistrtivo ante la Audiencia Territo­
rial ele Madrid, ni del posterior rcc:urso ele apelacióD ante el
Tribunal SUPlCmo. Por eUo debe rccbazarsc la PlC!eDsiÓD de que la
comunicación a la Abopáa e1e1 Estado pudiera pcnnilir cleducir el
coDocimiento del iiÚSiilo por el Patronato hoy aolicitante de
amparo.

4. Tanto la Gcm1cia Municipal ele Urbanismo. como el señor
Toledo Jáuclenes CODlO el Ministerio F'JlCa1 han cslirnado poco
verooimil, dada la importancia ele los in_ en jueao. la
afirmacióD del Patronato del cIeaconocimiento ele la im¡llllDaciÓD
ele la licencia ele obras, e ineluao el señor Tolcl1o alude a la
existencia ele nqociacioDes con Abopdos o rcprcscDtantes ele
Patronato antes y clespués de dictarse las Sentencias tanto ele la
AudieDcia como e1e1 Tribunal Supremo. Sin cmbaJB'!t. D~ se han
aportado pruebas fehacientes de estas circunstancias JaCJicas.

Al CODtrariO. un hecho alcpdo por el le60r Toledo JAuclenes, el
ele que el Patronato coDocia éfccti\'&mCDte la SenteDcia e1e1 Tribu·
nal Supremo ya eD 1984, por babcrsc referido a ella, eD un juicio
civil ele mayor cuantla freDte al Patronato. tanto los actores en la
e1emanda, como el propio Patronato en la contestacióD a la
clemanda ha sido febacicntemeDte probado. mediante los testimo­
nios ele esa clemanda y de esa CODtestacióD a la clemanda, que han
sido aportados eD este proceso en el trAmite ele l!fAclica de pruebas
previsto en el art. 89.1 de la Ley 0nlAnica del Tnbunal Constitucio­
nal En dicha e1emanda y en su hcclío octavo le aludia a que la Sala
Tercera e1e1 Tribunal Supremo en Sentencia ele 9 ele mano ele 1983
habla confirmado la SeDteocia de 4 de junio de 1979 ele la Sala
Tercera ele lo CoDtencioso-Adolinislrativo de la Audiencia Territo­
rial ele Madrid, Y se daba 1IU in~6D a estas SeDtencias,
favorable a la PlC!eDsiÓD aetora. El Patronato. al contestar a la
clemanda en su hecho lIDdécimo. conlradice esa interPretación
alinnando lo si¡uieDte:

«Para 10lIJlI' un mayor c:onfusioniamo. los actores aludeD a una
Sentencia del Tribunal Supremo declarando Dulas las edificaciones
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La Sala Primera del Tribunal Constitucional, CODll'ueata por
don Franciaco TomAs y Valiente, PrcsicIente; don FranCiSCO Rubio
Uorcnte don Luis Dfcz·Picazo )' Poncc ele León, doD Antonio
Truyol s.m: doD Eugenio Dia:z Eimil Y don Miguel RocIrl¡ucz­
Piñcro y Bravo-Ferrer. Ma¡istrados, ha pronunciado

conSlruidas, concretamente en IU Hecho octavo. De DuevO los
actores cleforman la realidad, puesto que las actuaciones a que
aluclen se rclicren a.c1usivamente a la impugnaciÓD de la Licencia
de Obras concedida por la Gcm1cia Municipal ele Urbanismo. para
construir unos locales comerciales en un aolar. ajeno e indepen.
diente a aquéllos en que cstAn construidas las viVleDdas objeto de
cata litis, Y a. aquéllos que constituyan los dcmcntos .comunes
cIestinados a jardln, rcc:rco y aparcamiento. razóD por la que ni
aiquicra intentan aportar la leotencia a la que aluclen.a

Aun cuando no consta el momento ele la rcccpciÓD de la
clemanda por el Patronato. si que consta al menos la fecha de la
contestación a la clemanda, que es la ele ~ ele octubre de 1984. dia
en que el Patronato coDOáa llCI'f'cctamente la SeDtencia Y su
contenido. Resulta asi falsa la alírmaciÓD CODtenida en la demanda
ele fecha 9 de diciembre de 1985. YpreseDtada ante este Tribunal
dos dias mAs tarcIe ele que el OfiCiO de la GereDcia Municipal de
Urbanismo de 18 de Doviembre de 1985 es el que pcnniUó por
primera vez el coDocimieDto ele las Sentencias, de las que se dice
en la e1emanda que ......ba nli representado ele CODOCCilO.

Como razona el Ministerio Fiscal. la PlC!eDsiÓD que ahora
tticrcita el Patronato «COD el mendaz lJIIIiDento ele que DO tuvo
coDocimiento de los iiÚSiilos [faDos judiciales] haala el I1 ele
noviembre de 1985 es oO' sqúD esto, extemporAn..... extemporanci·
dad que tambiéD ha sido puesta de manifiesto por la rcprcscntación
ele la Gcm1cia Municipal ele Urbanismo. Eala extem,POrancidad
debe ser aceptada puesto que, scgún reiterada doctnna de este
Tribunal, el conocimiento extraproccsal de las rcaolucioDes judicia.
les, sieDdo suficiente Y fehacieDte equivale a su DotificacióD, al
menos en CiIlDto a su posibilidad de imPU¡naciÓD por inelefeDSlón.
En consecuencia, aun si le aceptara como CIerto el desconocimiento
e1e1 proc:cdimjeDto y las rcaolucioDcs judiciales antes del dia 9 de
octuDrc ele 1984. a partir ele esa rccha, en que el demaDdante tuvo
coDocimiento suficiente ele la SeDtenaa frente a la que se interpone
el recuno de amparo. habrl& ele computarse el plazo de veinte dias
PlCVÍSto eD el art. 44.2 de la Ley OrgAnica ele este Tribunal
CoDstituciOnal, ele acuerdo a la doctrina establecida, entre otras, en
las SeDteDcias de 26 de mano, 29 ele ahril Y 4 ele julio ele 1985.
ProcccIe. en CODSCCIiCDcia, cIenCBar el amparo aolicitado dada la
a.temporancidad de la clemanda.

5. La representacióD e1e1 señor Toledo JAuclenes ha aolicitado
que por la manifiesta temeridad y mala fe ele la Entidad recurrente
e1ebcrlan impoDérsclc las costas del rcc:urso y una sancióD pecunia­
ria ele 100.000 pesetas. Eata temeridad, mala fe y abuso ele derecho.
resulta eviclente por la falta ele veracidad de las afirmacioDes
CODtenidas en la e1emanda Y reiteradas en el escrito ele alcpcioDes
donde se dice que «era absolutamente inCSllCJlda» la existencia del
recurso que el Patronato sólo coDoció de las SeDtencias en su
trAmite ele cjccucióD Y al orclenArscle la demolicióD de los local...
Por eUo. ele acuerdo alo dispuesto en el art. 95 de la 4Y OrgAnica
del Tribunal Constitucional, procccIe impoDer al aolicitante de
amparo las costas <¡Iue se derivan ele la IJaiDÍtacióD del proceso. Y
una sancióD pccumaria ele 100.000 pesetas.

FALLO

En atencióD a todo lo expuesto, el Tribunal CODstitucional,
POR LA AUTORIDAD OUE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAÑOLA,

Ha clecidido:

1.0 DeDegar el am.Jl8iO solicitado por el Patronato de Casas
para Funcionarios del Ministerio de Obras Públicas.

2.° ImpoDer las costas a dicho recurrente.
3.° Imponer al recurrente una sanción pecuniaria ele 100.000

pesetas.

PubUqUCIC esta Sentencia en el cBolctfn Oficial e1el Estado~.

Dada eD Madrid a uno ele julio ele mil DovecieDtos ochenta y
aiete.-FraDcisco TomAs y Valiente.-FranciscoRubio LID­
rcnte.-Luis Dfcz-Picazo y Ponce ele LeóD.-AntoniO Truyol
Scrra.-E~nio Dlaz Eimil.-Mi¡uel Rodrisuez·Piñcro y Bravo­
Ferrer.-Firmados y rubricados.

EN NOMBRE DEL REY

la si¡uicDte

SENTENCIA

En el recurso ele amparo nÚiD. 183/86. promovido por la
Piocuradora do6a Isabel Cañedo Vep, en nombre y rePlCSCDtacióD
ele doD César GonzAlez Barriuao. dOD NicolAs Rueda Villate, don



6 Miércoles 29 julio 1987 BOE núm. 180. Suplemente

Nicomedes Tomé vmamaD70, don Demeuio Pineda Pineda, don
Alfonso Aranda Hcm4ndez, don Blaa Barrio Santamarla, don
Víctor Pérez Ib4Aez, don Jesús Ib1.'l'a!le.esiaI, don SaturDino
González Garda. don Luis VilJaIaIn don Julio González
Martín, don Marcos Oómez Grijalbo. don Carl01 Poma González,
don José Alfonso Larao Lucano, don Francisco Javier Cuevas
Morales, don Pablo C8sado GIrc:Ia, _ MóDico Sánchez Ortep,
aaiatidoa de ~"""'"'la SeD!rJN:ja de la Masdtratoml de
Trabajo núm. I de de 27 de ......, de 19l16, dicqda ...
proa:dimiento oobrc •ón de cantidad.

Han sido pene en e! asunto e! Procurador don Jcaúl Guemro
Laveral, en nombre y rep!eICIltación de «Conservera Campofrio,
Sociedad Anónima», como codemandado, y el MinilteriO FiacaL

Ha sido Ponente el Ma&istrado don Antonio Truyo! Sena,
quien expresa el parecer de fa SaJa.

L ANTECEDENTES

l. Doña Isabe1 CaiIedo V.... Procuradora de loa Tribunalea,
en nombre y representación de don César GOnzález Barriuso y
dieciséis personaa IIIÚ, interpulo rocurso de amparo por escrito
registrado en cate Tn"buna! ef día 20 de febrero de 1986, contra la
SeDtencia de la Maaistratura de Trabajo núm. I de Bw¡os, de fecha
27 de enero de 1986.

La. demanda se funcJa, en a1nteais, en loa siauientca hechoa y
alepciones: . .

a) Loa rec:umntes, trabl\iadores todoa eIloa de la empresa
«Conservera Cam~o, Sociedad Anónima», de Bw¡os, se adhi­
rieron el 20 de Junio de 1985 al ~ de veinticuatro horas
convocado por la Confederación Sindical de Comisionca Obreras,
Unión Sindical Obrera, Confederación Nacional de Trabl\iadores y
Solidaridad de Trabajadores VlISCOL El paro -que pmendía
oponerse a la refonna ele la Seauridad Social operada- Yevitar que
se IUprimiese la autorización adminiltrativa en los expeclientca de
regulacióD de emp'leo, tenia 4mbito nacional y multisectoriaL y fue
dObidamente notificad~D~=ón de loa recurrentes, a la Cónfo.
deración Elpadola de ..ones Emprcaariales.

b) La empresa citac1a, como conaecuencia de su participación
en la huelp, dedl\io del aalario de loa trabl\iadores la cantidad de
15.000 pesetas, correspondiente a una Uamada «bolsa de octubre»,
¡nemio de asiduidad entre cuyas condiciones de deven¡o figuraba
no baber fallado iJljustificadamente ni un solo día al trabajo en el
perI~o de tiempo com¡nendido entre el I ele mayo y el 30 de
aeptlembre.

el Loa trabl\iadores rec:umntca _taron demanda ante la
M.,mratura de Trabl\io de Bw¡os, en reclamación de dicba
cantidad. La M.,mratura nÚlll. 1, a la que correspondió conocer

.J>OI: tumo de reparto, desestimó las demandas. fundándose en que
la fal!" &;1 trabl\io nI! había sido justificada, poÍque !Ol trabajadores
«IIl IIqwera comume&ron a la empreaa» su propólllO de adherine
!' ~ hue!&&- que, por sus caracterialicu, no puede servir como
JuatiJicaci3n de la faJta de loa actores.

d) Estiman los rec:umntca que la referida SeDtencia vulnera el
art. 28.2 de la Constitución, porque, trat4ndoae de una huelga de
4mbito nacional, los requisitos de comunicación de la misma a la
Autoridad Laboral y al em¡neaarlo, que ¡nevé el art. 3.3 del Real
~l'!-Iey 17/1977 de 4 de marzo, deben entenderse con las
asoctae:Iones patroDálca de 4mbito nacional (STC 13/1986, de 30 de
enero). En el caso, se ha comunicado a la CEOE, a la que catá
afiliada la cm~ demandad. en los Autos de instancia. La
Magistratura ha aufrido un error al mezclar inadecuadamente loa
requisitol de convocatoria de la huelga -que deben moverse en el
4mbito de ésta- Yla adhesión del trabajador individual a la misma,
que ~ libre Yno debe ser comunicada a la empresa ni sometida a
reqwsito al¡uno. Al no entenderlo así la Ma¡jstratura, catá impo­
niendo una sanción indirecta a los trabl\iadores afectados, que se
funda en una huelga lepI, lo que contraviene el mencionado
¡necepto constitucional.

Asimismo,~ loa rec:umntes, se ha vulnerado e! art. 14 de
la Constitución. Loa trabaiadorea, perdiendo el complemento
salarial completo, cat4n vienito Q.ue!,rada en IU petiuic:io la sinaIaa­
maticidad de la relación de trallI\io, al reduarse IUS haberes áe
forma mAs que proporcional al tiempo que dejaron de trabl\iar; cata
falta de sinaJagmaticidad genera una diacriminación peIjudicial
para loa reclamantca como consecuencia directa del eje""cio del
derecho de huelp. Aparte de eUo, debe tenerse en cuenta la propia
funcionalidad del plus de asiduidad que se ba perdido; IU Jinatidad
básica ca combatir el absentismo, y no puede considerarse como
manifcatación del absentismo una falta al trabajo motivada por el
ejercicio del derecho fundamental de huelp.

Por último, vulnera la Sentencia impugnacJa, a juicio de 101
recurrentes, el an. 24. I de la Constitución, puesto que en el faIJo de
la SeDtencia se adverUa a las partca de que contra ena no cabía
rocurso alguno, en una aplicación rfgjda y formalista de lo previato
en el an. 153. I de la Ley de Proc:edimieilto Laboral, contraria a la

efec:tividad del derecho COllIIIIado en el mencionado prec:eptc
constitucional.

Por lo anterior, lOücitan de cate TribunaJ que dicte SeDtencia er
la que se lea otoraue e!am~ se deeIare su derecho a percibir la,
cantidades reclamadas y lubaidiariamente, anule la resolución eh
la Magistratura, declarándo el derecho de laa demandantes ,
RCUJrirIa ... SUl>!iaoción.

2. La Seociiia Primera de cate TribunaJ, por providencia de 16
de abril de 1986, acordó admitir a trámite la demanda de amparo,
y que, en aplicación del art. 51 de la Ley OtúDica del Tribunal
ConstitucionaJ, se diri¡iera atenta comumcación a la M.,mratura
de Trabajo num. I de B1qos, intereaando la remisión de las
actuaciones, aai como que se emplazase a quienes hubieran sido
pene en el procedimiento, para que en el plazo de diez dias
pudieran comparecer ante cate TribunaL

3. Por providencia de 1I de junio de 1986, la Sec:cióD Segunda
acordó tener JlDr personado Y pene en cate pro<:edimiento a
«Conservera Campoftío, Sociedad Anónima», y en su nombre }
re¡neaentación al Procurador don Jesúa Guerrero Laveral, llCUS&I
recibo a la M.,mratura de Trabajo nÚln. I de Bursol de 101 Auto'
remitidoa y, de conformidad con lo dispuesto en el art. 52.I de la
Ley Or¡úili:a del Tribunal Conatitucional, dar vista a las parte<
personadas y al Ministerio FIsca1, para 'lue, !'JI el plazo común eh
veinte días, pudicaen fonnular laa alepciones que estimaren
pertinentes. .

4. Por cacrito preseJllado el 10 de julio de 1986 en el ReaisU<
General de cate Tribunal,· fonnuló sus a1epcioncala re¡nesentaciór
de loa rec:umntes. En 6 aeñala 'P' la SeDtencia impu¡nada vioJ¿
loa arts. 28.2 Y14 de la Constitución de untado, PO".lue deacaJiJi",
jurídicamente la convocatoria de la huelga de 20 de Junio de 1985
y, a la vez¡ el ejercicio individlla1jzac!o del derecho de huelga poi
parte de oa tra~adorea, ;porando la inneccaariedad de h
comunicación indiVldua1izada empresa por empresa para las con
vocadas en un aector o rama de actividad y para la adhesión a la,
mismas, supuesto anáJo¡o al resuelto JlDr el Tribunal Constitucio
nal en STC 13{1986. de 30 de enero. En relación con eUo,. a6ad,
que se han utilizado requiaitoa fonnaIes para desvirtuar la tibertac
de acción aindical y e! derecho de hueJP, viol4ndoae éstos, y qu'
la SeDtencia impu¡nacJa, en lII¡UDIentaetón inconcreta y escasa
mente razonada, isnora la Ilt'eSUIlCÍÓn de leplidad de las fonnas d,
fJ~~g. del derecho de ñu.., que no se incluyen entre lo

actoa ilicitos O abUSlvos, e, igualmente, desconoce e
carácter promocional de nucatro ordenaD1iento ante la fisura de
sindicato mAs re¡nesentativo, Ilef\;lldo virtualidad a una facet
fundamental de! contenido esencial de IU libenad de actuación
cual ca el derecho de huelp.

Por otro lado, la Sentencia imllUlIUlda olvida que el ejercici,
resuJar del derecho de huelga no puede ser motivo para la pérdid:
de la~ón del complemento salarial reclamado. Se funda ta
aprec:ración en que, en atención a las previsionca lesaJes y a lo
criterioa jurisprudenciales y doc:trinales C1.ue cita, la resoluciór
recurrida DO atiende a los PrinciPioa de sinalaamaticidad de lo,
efectos de la huelga, catablecido en el art. 6.2 del Decreto-Iey d,
Relacionca de Trabajo, y proporcionalidad en loa saCrificios, qu,
impic!en una reducción mAs que proporcional del aalario de
trabl\iador por su ejercicio del derecho a la huelP.- Incurre tambiér
tal resolución en una dcaviación de la funcionalidad de la «bolsa d,
octub...,., pues, siendo un incentivo para combatir el abaentisme
laboral, se apana de tal función, y sirve para diauadir, ante Sl
pérdicJa, el ejercicio del derecho fundamental de huelp. Estr
pérdida, finaJmente, constituye una sanción indirecta y una reatrie
ción injustificada del ejerciao del derecho, I1"'hibida por el an. :
del Decreto-ley citado, y que viene a diacnminar a trabajadore,
huelguiltas de 101 no huelauistas, dándoselca tratamiento econó
mico diferente, cuya justiñcacióD ca e! ejercicio de un derech<
fundamental

5. Por escrito _tado el 1I de julio de 1986 en e! Juzgad,
de Guardia, la re¡neaentación de «Conservera Campofrio, Socieda,
Anónima», fonnula IUS alegaciones. Comienza por realizar una
puntualizacionca de hecho, y así seilala que con la hue!fa anun
ciada para el 20 de junio de 1985 las Centralca Sindicale
convocantes, entre eI1as ce. OO., USO, UGT, pmendian Jlt'eSio
nar sobre la Administración Pública y sobre loa órpnoa del Estado
a fin decon~ !os objetivos ex¡neaadol de la defensa del sistemi
actual de la :seguridad Social, contra el recorte de las pensiones :
en favor de una política económico-social PfOF"SLSla. De 1,
convocatoria de hue.... la empresa tuvo conocmtiento por h
¡nensa, radio y ~IeVÍllón, no por comunicación oficial aJ¡una. o.
101 1.692 trabl\iadorel de la plantilla, fueron 29 loa que s,
adhirieron a la convocatoria de hueIaa. y, de eUos, 17 per!eneciaJ·
al Sindicato ce. OO. Por otro Iido, la empresa reauIa su
relacionca con loa trabl\iadores jlOr el Convenio Básico dé Ind,'
trias Cárnicas, neaociado con las Centralca Sindicales ce. O
UGT y USO, y publicado en e! «Iloletln Oficial del Estado>o d
de jumo de 1982, en el que se recop una el4usu1a de paz sociaI,
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>u arto 91. La Dirección de la Emprelll adaptó el Convenio para el
año 1985, mejorando las condiciones económicas y sociales de
aplicación para el sector, tienen estas mejoras. entre las que se
encuentra la pen:epclón de una cantidad de 15.000 pesetas en el
mes de octubre, el carácter de concesión voluntaria, coml"'nsable
y absorbible, exi4iéndose para su percepción el cumplirmento de
una serie de reqwsitos, entre ellos el de cumplir el compromiso de
paz social, segúD establece la disposición final primera de esta
adaptación, comunicada a los trabl\iadores en abril de 1985. Los
actores no percibieron aquella paga en octubre de 1985, por lo que
formularon demanda en reclamación de cantidad, siendo desesti·
mada por la Sentencia impu¡nada, tras la cual anunciaron recurso
de suplicación, que les fue inadmitido, recurrieron en reposición y.
posteriorm~t:l en queja, babiendo sido resuelto este recurso de
queja, en ...... senl1do, por Auto de 27 de mayo de 1986 del
Tribunal central de Trabl\io.

Exponiendo ya sus argumentos jurldicos, expresa, en primer
luaar, que la paralela utilización de los recursos de reposición, queja
y am~ inftin¡e el art. 44.1 de la ~ Or¡ánica del Tribunal
Constitucional. y hace inadmisible el úlbmo citado, en el que se
alega una vulneración de derecbos fundamentales no invocados
ante los otros Tribunales. Continúa Analizando las pretensiones del
suplico de la demanda de amparo, y dice que la petición de
reconocimiento del derecho a percibir las cantidades reclamadas
vulnera el art. 41.1 y 3 de la Ley Or¡ánica del Tribunal Constitucio­
na1, pues se reclaman derecho t,ienoo a 101 reoollidos en los articu·
los 14 a 29 de la Constitución, y la petición subsidiaria tendente a que
se conceda recurso de suplicación no es acorde con la doctrina de
este Tribunal Constitucional de que en materia laboral no está
constitucionoliudo un derecho fundamental a la doble instancia o
a unos determinados recunos, además de que la estimación de la
pretensión_plantesria dudas sobre la eficacia jurldica del Auto del
Tribunal central de Trabl\io no impugnado en amparo, y cuyo
tenor reproduce. Entrando en el fondo del asunto, a meros efectos
dialécticos, admite las alegaciones de los actores sobre legitimación
de los Sindicatos Ysus disquisiciones sobre las fases de convocato­
ria y adhesión, pero no comparte lo dicho de que el Ma¡istrado
declaró ilegal la huelp, pues se limitó a decir que, por las
caraeterlsticas y forma en que fue convocada no puede servir de
base para declarar como justificada la falta de asistencia al trabl\io
de los actores, y que no se cumplieron los requisitos para la
percepción de lo reclamado.

AúD entendiendo no procedente el examen de la licitud o
ilicitud de la huelp, expresa su criterio de que fue ilegal. Argu.
menta ello en que no se cumplieron los requisitos formáles
recogidos en la Sentencia del Tribunal Constitucional de 8 de abril
de 1981, entre ellos el preaviso, sin que sirva la notificación, que
no con~ en Autos, a las asociaciones empresariales, pues tal
derecho abierto puede dejar en la confusión o en la indefensión al
empresario, con perjuicios económicos irreparables, como pudiera
baber ocurrido en la Empresa si el dia 20 de junio de 1985 no se
hubiera presentado ningtln trabl\iador o una parte mlnima de la
plantilla, al tratarse de Empresa de productos perecederos, con
procesos continuos que se paralizarían sin aviso previo y con
riesgos de no cumplirse requisitos mlnimos de seguridad. Tampoco
existió Comité de Huellla en el ""bito de la Empresa que
prantizase los servicios de sesuridad y mantenimiento. La huelga
fue, también, ileaal por sus c:aracterlsticas, que coinciden con las
eeñaladas en ell"undamento jurldico 12 de la Sentencia citada,
supuesto en el que no se está ante el derecho constitucional
prote¡ido por el art. 28 de la Constitución.

Finalmente, precisa que no se está en un caso de illcita
utilización de una prima de asiduidad como medida antibuelga,
pues no es tal prima, sino una mejora sobre un Convenio
condicionada a diversos requisitos, y no es medida antibue1¡a, sino
complemento salarial que se concede, junto con otras mejoras,
si:b,&re y cuando se cumpla un acuerdo de paz social, que es una
v' renuncia temporal al ejercicio del derecho, como ba decla·
rado el Tribunal Constitucional.

Concluye suplicando la desestimación del recurso de amparo.
6. Por escrito de 9 de julio de 1986, el Fiscal ante el Tribunal

Constitucional formuló sus alegaciones. Realiza diversas precisio­
nes sobre los hechos resultantes de las actuaciones reclamadas,
destacando especialmente que la demanda de amparo se ba
formulado el to de febrero de 1986, impugnando la Sentencia, y
que el 27 de febrero de 1986 se interpuso recurso de queja contra
Auto de 19 de febrero de 1986, que confirmaba la providencia de
inadmisión del recurso de suplicación'r no constando en las
actuaciones que el Tribunal Central de rabl\io baya resuelto el
recurso de queja.

Expone, en relación con la supuesta lesión del derecho conte­
nido en el arto 24.1 de la Constitución por privación del recurso de
suplicación, que, con los datos obraJ!~s en las actuaciones, I~s
demandantes, que tenlan derecbo a utiliVlr los recursos de reposI·
ción y queja, Dan ejercitado la demanda de amparo sin "lIotar la via

judicial al formular tales rec,ursos, no constando baberse resuelto el
de queja, por lo que se ba Incumplido el re<¡WSlto ~I arto 44.1 a)
de la Ley Orgánica del Tribunal ConslltuClonal, Sin peIJU1CIO de
que el Tribunal Constitucional pueda aclarar ~te extremo IlOr los
medios de los arts. 88 Y 89 de la Ley Orgánica del Tnbunal
Constitucional.

Para el caso de no apreciarse el defecto anterior, trata a
continuación el Fiscal de la posible violación de los derechos de
huelga y de igualdad. A tal respecto destaca que la Magistratura de
Trabl\io, en su Sentencia no explica dónde se encuentra el defecto
en la convocatoria de huelga que entiende producida. y da a
entender que la falta de comumcación por los trabajadores a la
empresa de su propÓsito de no asistir, deterlllina la ilicitud de su
conducta. Pero en las actuaciones se ve que la huelga se convocó
con carácter general por las centrales sindicales que se especifican.
con publicidad no ne~ por la empresa, que tampoco ba
contradicho la afirmaCIón de que la Dirección Provincial de
Trabl\io de BUl'lloS declaró la legalidad de la huelga. Todo ello,
conectado con la doctrina sentada en la STC 13/1~86, de 30 de
enero, indica que los trabajadores estaban eierclendo sus derechos.
La Sentencia imfUgnada, al entender injustificada la falta al trabajo
de los actores e dia 20 de junio de 1985, y conectar con ello su
privación de la «bolsa de octubre», restringió sin fundamento su
derecho a la huelga, y les colocó, sin razones suficientes, en
situación inferior a los demás trabajadores que la percibieron, por
lo que meritada Sentencia pudo lesionar los derechos consagrados
en los arts. 28.2 Y 14 de la Constitución.

Termina interesando que se acoja la causa de inadmisión, ahora
de desestimación, de la demanda de amparo, salvo que se acuda a
la facultad que otorgan los arts. 88 y 89 de la Ley Or¡ánica del
Tribunal Constitucional, y, para el supuesto de entrar a conocer del
fondo del asunto, que se otorgue el amparo por vulneración de los
derechos de huelga e igualdad.

7. Por providencia de 22 de octubre de 1986, se señaló para
deliberación y votación del recurso el dia 18 de febrero de 1987, en
cuya fecba se acordó, con suspensión del plazo para dictar
Sentencia, recabar del Tribunal central de Trabajo la remisión de
certificación de la resolución recaida en el recurso de queja
interpuesto por los recurrentes, en amparo, contra el Auto de la
Maglstratura de Trabl\io núm. 1 de BUl'll0S de 19 de febrero de
1986. Recibida la certificación interesada, se acordó por providen­
cia de 22 de abril de 1987 dar vista de la misma a las partes
personadas Y al Ministerio Fiscal para alegaciones.

El Fiscal ante el Tribunal Constitucional expone, en el trámite
referido, que en el presente caso, al baberse interpuesto el recurso
de amparo antes de presentarse d'eix,~IVerse el de queja ante el
Tribunal central de Trabl\io, ahora desestimarse por
incumplimiento del requisito del art. 44.1 a), de la Ley Orgánica del
Tribunal Constitucional, puntualiVlndo que POdria argumentarse
que, term.inada la vía judicial por el Auto de 27 de mayo de 1986,
la aesestimación de la demanda de amparo seria innecesaria al
permitir su ~roducción, pero ello babrá de valorarse en relación
COIt la posibilidad de recurrir en amparo dentro del plazo a contar
desde la fecba de notificación del Auto de 27 de mayo de 1986, y
con el posible peIjuicio que a la demandada puede causar la
convalidación de la demanda de amparo, no obstante su interposi·
ción en su día sin cumplir el requisito previo mencionado. Para el
caso de que el Tribunal entrara a conocer del fondo del asunto,
añade el Ministerio Fiscal, da por reproducidas sus alegaciones
anteriores, precisando, respecto a la inadmisión del recurso de
suplicación, que el Auto del Tribunal Central de Trabajo es
fundado y no incurre en interpretaciones contrarias al espíritu y
finalidad de la norma procesal, por lo que la cuestión carece de
dimensión constitucional. Concluye interesando la desestimación
de la demanda por incumplimiento del arto 44.1 a) de la Ley
Or¡ánica del Tribunal Constitucional, y, caso de examinarse los
det'ecbos fundamentales alegados, que se otorgue el amparo en base
a la lesión de los contenidos en los arts. 28.2 y 14 de la
Constitución.

Los recurrentes en amparo formularon sus alegaciones expre­
sando, en s!ntesis, que al baber recbaVldo el Tribunal central de
Trabl\io la posibilidad del recurso de suplicación, el debate procesal
en amparo debe abstenerse de referirse al arto 24, y centrarse en el
art. 28, ambos de la Constitución; traen a colación sobre este debate
la doctrina· sentada por el Tribunal Central de Trabajo, en su
Sentencia de 21 de abril de 1987, en que analiVl si ha de
considerarse falta ;,yustificada de asistencia al trabl\io la del dia 20
junio de 1985, con ocasión de participar ciertos trabl\iadores en la
huelga convocada por ciertas centrales sindicales para manifestar
su oposición al proyecto de ley sobre medidas UI¡entes para la
racionaliVlción de la estructura y acción protectora de la Seguridad
Social, por cuando ba declarado el Tribunal Central de Trabl\io que
a tal huelga no es de aplicación el arto I1 a) del Real Decreto-ley
de 4 de marzo de 1977, con los razonamientos que se reproducen:
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La entidad «Conservera Campofrfo. Sociedad Anónim.... por
su parte. formuló alegaciones, comenzando por ratificar sus alep­
ciones anteriores y expresando que el examen de la certificaetón
remitida por e! Tribunal Central de Trabajo confirma que los
recurrentes no agotaron la vía jurisdiccional ordinaria~ente
a la interposición del recurso de amparo, jnadrni"ble tK>r DO
cumplirse lo prevenido en el art. 44.1 de la Ley Or¡ánica del
Tribunal ConstitucionaL Añade que los actores nunca menciona­
ron su intención de recurrir. niep que e! asunto afectara a aran
número de trabl\iadores, tampoco plantearon los actores su recla­
mación pidiendo que se declarase la leplidad o Ueplidad de la
huelga O que se babia conculcado aI¡lln derecho fundamental, sobre
lo que no se pronunció la Ma¡istratura, que desestimó la reclama­
ción de cantidad formulada, y en cuantía no susceptible de recurso.
Termina diciendo la entidad referida que la «bolsa de octubre»
reclamada no es una prima de asiduidad ni una cláusula antibuel¡a,
sino un complemento salarial concedido ~lemente con
otras mejoras socia1es si se cumplen ciertos ~wsitosY un acuedo
de paz social Ucito. y aun en el caso de pérdida del derecho a la
bolsa. .... cantidades no percibidas pasan a in¡resar un fondo
social destinado a la tola1idad de la plantilla.

8. Unidas a las actuaciones las a1elIacicines presentadas, la Sala
celebró nueva reunión para deliberaciÓn y votación del recurso el
d1a 24 de junio pasado.

U. FUNDAMENTOS 1URIDICOS

l. El Ministerio f"'sca1 y la parte demandada alepron, en el
trdmite del art. 52 de la Ley Or¡ánica del Tribunal Constitucional,
y han reiterado posteriormente, al d4rseles vista de las actuaciones
recabadas del Tribunal Central de Tra~o. que la demanda de
amJ'8.!O formulada incurre en ciertos motivos de ¡nadmjsibilidad,
articulando petición en tal sentido, lo que oblip a su examen
previo.

La empresa demendeda. de forma un tanto imprecisa, aduela
que ante los órpnos judiciales ordinarios se hablan eresentado los
hechos «como recJemeci<\n de cantidad, y ante el Tnbunal Consti­
tucional se alep una vulneración de los derechos fundamentales
que no han sido invocados ante los otros Tribuna1ell». lunto a tal
alepción de incumplimiento del requisito del art. 44.1 el de la Ley
Qrsánica del Tribunal Constitucional dicha demandada exponla,
también como óbice formal, que la pretensión formulada por los
recurrentes como principal vulnera lo establecido en el art. 41.1 y
3 de la Ley Qrsánica del Tribunal Constitucional, pues ....
reclaman derechos l\ienos a los RCOfidos en los arta. 14 a 29 de la
propia Constitución». Finalmente, uendo éste el único extremo en
que coinciden el Ministerio Fiscal y la demandada, se ha opuesto
,el defecto relativo a la fAlta de agotamiento de los recuraos
utilizables dentro de la vía judicial. en contra de las exiJencias del
art. 44.1 al de la Ley Qrsánica del Tribunal ConstitucionaL

2. Dando respuesta a estas alegaciones formales, y comen­
zando por las que reaJiz6 la empresa demandada, puede 8firmarse,
ante todo. que los recurrentes han deducido su demanda respecto
a derechos s)lSC<\l!Íbles de amparo. pues lo son los arta. 14. 24.1 y
28.2 de la ConSlltución, invocados en la misma, de conformidad
con los arta. 41. 1 de la Ley Or¡ánica del Tribunal Constitucional
y 53.2 y 161.1 bl de la Constitución; en contra de lo aJesado por
la empresa, el hecho de que los trabl\iadores insten, como efecto del
amparo pedido. la declaración del derecho al percibo de cierta
cantidad, no constituye el defecto ex art. 50.2 al de la Ley Qrsánica
del Tribunal Constitucional, sino una cuestión de fondo relacio­
nada con el alcance de una decisión eventualmente estimatoria,
esto es, con los pronunciamientos que puedan resultar oblisados de
conformidad con el art. 55.1 de la Ley 9tJ4I!ica referida; lo que.
por tanto. babria de resolverse en el análius del fondo del asunto.

Distinta suerte. merece elllIJUll1ento de la demandada relativo
a la fAlta de invocación formal en el~ previo de los derechos
constitucionales que se dicen vulnerados, lo que constituirla
incumplimiento del requisito del art. 44.1 el de la Ley Or¡ánica del
Tribunal Constitucional. Efectivamente, a los recurrentes en
amI"""! cabe reprochar que al recurrir en reposición y en queja, por
la inadmisión del recurso de suplicación, cuesbóD a la que
atribuyen dimensión constitucional, por entender que tal inadmi­
sión infringla el art. 24.1 de la Constitución, no invocaran
formalmente el derecho fundamental que estimaban vulnerado por
tal indebido rechazo del recurso de suplicación, siendo aquellos
recursos de reposición y queja, de conformidad con el art. 191 de
la Ley de Procedimiento laboral. medios de impugnación idóneos,
utilizables y utilizados por los recurrentes, para tal invocación del
derecho ex art. 24.1 de la Constitución. '

No p'ued< decirse que en esos recuraos de reposición y queja, de
contemdo ceitido a la admisibilidad de otro recurso devolutivo. en
función del cual est4n previstos, no pudieran los recurrentes

invocar los arts. 14 Y 28.2 de la Constitución, cuya vulneración
atribuyen a la Sentencia de la Magistratura de Trabl\io. tras la cual
no ba existido trdmite .0apropiado para la invocación formal
de los derechos reconOCIdos en ta1es preceptos.

3. El defecto que determina, en este momento del proceso. la
desestimación total del recurso de amparo es el opuesto ~r el
Ministerio Fiscal y por la parte demandada en forma coinCtdente
y se refiere a que la demanda de amparo se interpuso sin haber
agotado los recurrentes todos los recursos utilizables dentro de la
vja ju!Ücial. lo ~":nerene exi¡ido por el art. 44.1 al de la Ley
Or¡lInica del Tri Constitucional' tal apreciación se funda en
que el recurso de amparo se formuló el 20 de febrero de 1986. antes
de interponer el recurso de queia ante el Tribunal Central de
Trabljjo que e! art. 191 de la Ley de Procedimiento Laboral
autonza en los casos de inadmisión del recurso de suplicación por
la ~tratura, recurso éste de queja no sólo utilizable. por la
previsión lepl mencio~ sino tambiál efectivamente utilizado
por los a1ll actores, que lo mterpusieron el 27 de febrero de 1986.

El examen de las actuaciones confirma la irreau\aridad denun­
ciada en la conducta procesal de los recurrentes que. incluso.
ocultaron la verdad en su escrito inicial. dificultando la apreciación
en tal momento del defecto comentado. Sin embar¡o, las actuacio­
nes revelan que los demendantes acudieron a esta vía de amparo
antes de interponer el referido recurso de queja .. incluso. antes de
que se les notificara, el 24 de febrero de 1986. el Auto de la
Magistratura desestimatorio del recurso de reposición que hablan
formulado contra la providencia de jnadmisión del de suplicación.

Solamente una vez recibidas las actuaciones de la Magistratura
pudo conocerse, y as! lo advirtieron el Ministerio Fiscal y la
empresa demandada, 'Iue los demandantes hablan realizado UDS
paralela utilización, comcidente en el tiempo. de los recursos de
reposición, queja y amparo. De nuevo en el tr6mite de alegacion..
ex art. 52 de la Ley QiPnica del Tribunal Constitucional la parlf
actora silenció toda referencia a estos hechos, siendo la demanC!adB
la que hizo la indicación de que habla recaldo incluso resolución er
el recurso de ~~~ resultando aclarado tal extremo con lo
certificación reca del Tribunal Central de Trabl\io. expresiVl!
de que el recurso de queja efectivamente se interpuso el 27 d,
febrero de 1986 tras la formulación de la demanda de amparo. qu<
se habla verificado el 20 de febrero de 1986. Y de que I?Or Auto d,
27 ~:e':{.o de 1986 el Tribunal Central de Trabl\io lo habú
deses' o.

Lo expuesto evidencia que al formularse el recurso de ampar<
no se cum~Ua la condición de procedibilidad del art. 44.1 al de h
Ley Or¡ánica del Tribunal Constitucional, de previo '~':I;njenl<
de los recursos utilizables, sobre cuya justificación. .dad ,
sentido no es necesario extenderse, por ser materia sobre la que St
ha pronunciado reiteradamente este Tribunal. Existla, en efecto. a
acudirse a esta vía constitucional, un recurso pendiente de resolve,
ante 'tji~sdicciónordinaria, el de reposición, y otro. el de quejs
aún u .. ble entonces y efectivamente utilizado durante la trami
tación del proceso de amparo. Ninsún tipo de consideración Iw
realizado los recurrentes sobre su conducta, ni siquiera en e
tr6mite de alegaciones ~lementarias babido finalmente. y. d,
conformidad con lo razo ,por e! Ministerio Fiscal y la empresa
nada puede convalidar el defecto de que adolecfa la demanda d<
amparo. al interponerse en su d1a no sólo sin cumplir e! requisitl
mencionado de naturaleza ínsubsanable, sino con alegacione:
impeditivas de que pudiera apreciarse algún indicio de la efectiv,
concurrencia de tal defecto. Procede, por ello, desestimar ahora UD:.
demanda de amparo que, en el mOmento procesal ex art. SO de L
Ley Qrsánica del Tribunal Constitucional hubiera debido inadmi
!irse.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITU
aON DE LA NAaON ESPAROLA

Ha decidido:

Desestimar el presente recurso de amparo.

PubUquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a uno de julio de mil novecientos ochenta ,
siete.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio Uó·
rente.-Luis DIez-Pi~m¡}' Ponce de Le6n.-Antonio Truyo
Serra.-Eusenio DIa2 . .-Migue! Rodri¡uez-Piilero y Bravo
Ferrer.-FU'IDados y rubricados.


